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Resumen 
La Ley 1826 de 2017 del procedimiento penal abreviado, tiene como objetivo que las 
conductas punibles de menor gravedad tengan un trámite más corto en la acusación y 
juzgamiento, buscando la descongestión del caótico sistema penal colombiano. Así entonces, el 
legislador representa la figura de “acusador privado” que delega funciones particulares 
inherentes a la Fiscalía y otorga beneficios al imputado bajo el principio de favorabilidad; todo, 
en el contexto del descongestionamiento judicial. De tal modo, el artículo estudia si los 
beneficios punitivos que otorga la Ley vulneran el derecho de las víctimas y si logran el efecto 
de la descongestión de los despachos judiciales sin menoscabo del derecho de acceso a la 
administración de la justicia.  
Palabras Clave: Ley 1826 de 2017, favorabilidad, descongestión judicial, beneficios punitivos, 
crisis de la justicia. 
Abstract 
Law 1826 of 2017 of the abbreviated criminal procedure aims to make punishable behaviors 
of lesser severity have a shorter procedure in the prosecution and trial, seeking the decongestion 
of the chaotic Colombian criminal system. Thus, the legislator represents the figure of “private 
accuser” that delegates particular functions inherent to the Prosecutor's Office and grants benefits 
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to the accused under the principle of favorability; everything, in the context of judicial 
decongestion. Hence, the article studies whether the punitive benefits granted by the Law violate 
the right of victims and if they achieve the effect of decongestion of judicial offices without 
affecting to the right of access to the administration of justice. 
Keywords: Law 1826 of 2017, favorability, judicial decongestion, punitive benefits, crisis of 
justice 
Introducción 
        En la actualidad, se puede considerar que la justicia colombiana está en una profunda crisis, 
siendo la congestión judicial uno de los principales problemas que conspiran su dificultoso 
funcionamiento. La congestión se genera por la inmensa cantidad de procesos que se acumulan 
en los despachos judiciales, que parecen no tener las herramientas suficientes para darles 
respuesta y demorando años en ser resueltos. En el plano de los asuntos penales, estos son 
algunos de los que generan mayor volumen de casos en los despachos, por consiguiente, de los 
que más demoran en generar justicia.  
En asuntos penales, los “delitos menores”, tales como homicidios, hurtos, actos de 
discriminación, inasistencia alimentaria, calumnia, entre otros, abarrotan los juzgados; 
congestionando el sistema y generando que muchos de estos casos queden a la espera durante 
años de una investigación, donde las víctimas y los indiciados tiene que esperar varios años a que 
den una sentencia, sea condenatoria o absolutoria. Lo que se traduce en una vulneración de 
varios derechos fundamentales y principios del sistema judicial en Colombia, como lo son el 




Ante esta situación, el Estado colombiano ha venido generando mecanismos tendientes a 
generar la descongestión en los despachos y a procurar velar por los derechos de los ciudadanos 
en el contexto de un marco jurídico democrático y participativo. Para ello impulsó la creación de 
la Ley 1826 de 2017, es decir, la instauración del procedimiento abreviado con la finalidad de 
que las conductas punibles de menor gravedad tengan un trámite más corto en la acusación y 
juzgamiento. De este modo, el legislador mediante la figura de “acusador privado” delega en los 
particulares funciones inherentes a la Fiscalía General de la Nación obteniendo unos beneficios 
para el imputado bajo el principio de favorabilidad. 
Así mismo, el procedimiento abreviado establece unos beneficios punitivos en los delitos 
querellables, la víctima puede desistir de la querella interpuesta, pero es deber de la fiscalía 
establecer si esta decisión se hace de manera libre y voluntaria, que no tenga ninguna presión o 
amenaza. importante tener en cuenta que la querella solo la puede hacer la víctima, en caso de no 
tener la capacidad, lo hará su representante legal y se busca es que la actuación tenga beneficios 
para la víctima, que ella sea la principal beneficiada. 
Además, el artículo 16 de la Ley 1826 de 2017 establece que el imputado tiene un beneficio 
en la rebaja de la pena al momento que acepte cargos, si el acuerdo con la fiscalía es antes de la 
audiencia concentrada tiene derecho a una rebaja hasta una tercera parte de la pena y si se realiza 
después del juicio oral, tendrá derecho a la sexta parte de la misma. 
Bajo este contexto, es menester tener en cuenta que los beneficios punitivos no pueden 
sobrepasar el derecho a la igualdad de las partes en el proceso, ya que todas las personas se 
encuentran en condiciones similares ante la ley. Por lo tanto, los beneficios que se le pueden aplicar 




Teniendo en cuenta lo anterior, es válido preguntar ¿Qué consecuencias trae para la víctima la 
aplicación de los beneficios punitivos aplicados bajo el principio de favorabilidad en los delitos 
querellables en proporción de derechos a los beneficios en el procedimiento abreviado? 
Para dar respuesta a esta pregunta, se propone un estudio normativo que posibilite el 
entendimiento de la reciente figura de la congestión judicial y sus consecuencias para los 
derechos de las víctimas. Esto, se logrará por medio de un análisis de fuentes primarias; como 
Constitución Política, doctrina, leyes, decretos y otras disposiciones legales, que permitan un 
análisis de la efectividad y pertinencia de la nueva ley, así como aquellas vulneraciones a los 
derechos fundamentales que puedan derivar de la implementación de la misma. Como fuentes 
secundarias, se recurrirán a estudios que analicen en perspectiva crítica los beneficios y las 
desventajas de la Ley 1826 de 2017 respecto a los principios de la Constitución de 1991. 
Planteamiento del problema 
Por lo reciente de la creación de la Ley 1826 de 2017, es evidente que no abundan muchas 
investigaciones sobre la figura jurídica del procedimiento penal abreviado y la figura del acusador 
privado. Aun así, se han seleccionado algunos artículos que resultan significativos para asumir 
desde una perspectiva teórica y metodológica el presente artículo reflexivo.  
En artículo La política de descongestión judicial 2009-2014, un costoso e ineficiente esfuerzo 
(Ricardo, 2016) el autor comienza por hacer una introducción sobre la política pública, donde se 
tocan temas de descongestión judicial y el conocimiento de las fortalezas, deficiencias y 
necesidades de cambio. 
El presente documento no solo limita a exponer sus argumentos con las bases de la citada 
estrategia, sino que sirve de texto guía porque es una aproximación al público sobre la política de 
descongestión judicial y a los problemas que se derivan de su aplicación. 
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Haciendo uso de estadísticas, el autor refiere que afirmar que los esfuerzos administrativos 
emprendidos por el CSJ han sido insuficientes para descongestionar la justicia colombiana no 
solo por su casi exclusivo enfoque de creación de cargos, sino también por la falta de reacción de 
dicho ente ante los malos resultados. 
Otro referente es, El nuevo procedimiento penal abreviado dispuesto por la Ley 1826 de 2017 
como mecanismo para aliviar la congestión judicial en Colombia, estudio que analiza “el posible 
impacto que pueden tener las disposiciones de la ley 1826 del 2017 en materia penal, 
especialmente, en cuanto a la finalidad de descongestionar el sistema judicial y en cuanto a la 
pertinencia de la implementación y regulación de la figura del investigador privado” (Balcázar, 
2017). 
El procedimiento penal abreviado no ha podido solucionar la congestión judicial en el 
sistema, ya que parte de los problemas que presenta el sistema es uno de los grandes problemas 
que se encuentran presentes es la falta de jueces, la congestión de los despachos, la inasistencia a 
la audiencia y el estancamiento de los procesos. 
Respecto de la figura del acusador privado, Balcázar (2017) plantea que: 
…este representa un reto a nivel institucional, ya que es una institución jurídica que no 
puede convertirse en un mecanismo para alivianar o disminuir la responsabilidad de la 
Fiscalía en cuanto a la investigación de los delitos, además, que su implementación podría 
traer como consecuencia la congestión de otras entidades que velan por la protección de los 
derechos fundamentales, entre ellos, el derecho al debido proceso. (Balcázar, 2017) 
Otro estudio es el de Molina (2018), Una reflexión sobre el nuevo procedimiento penal 
abreviado y el acusador privado, texto que introduce al procedimiento penal abreviado como 
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mecanismo para lograr la descongestión del sistema colombiano y por ende lograr que el ente 
acusador privado logre los objetivos que trae la Ley 1826 de 2017. 
Tras mostrar una amplia radiografía de toda la estructura del proceso especial abreviado, 
Molina (2018) concluye que lo innovador del mismo en lo que respecta a buscar la eficacia y 
agilidad en los procesos que entren al sistema, es que en comparación con el proceso ordinario 
donde existen  cinco  audiencias, el proceso abreviado nos presenta la eliminación de dos de 
estas audiencias y la fusión de las otras dando como resultado lo que se llama audiencia 
concentrada.  
Se entiende que el proceso abreviado trae una serie de beneficios para la descongestión que se 
encuentra en la rama judicial, este se hace con el fin de generar justicia de manera ágil y eficaz, 
pero es de gran importancia establecer si los beneficios punitivos que trae la ley para los 
indiciados bajo el principio de favorabilidad, pueden generar que las víctimas se vean afectadas 
en relación con la justicia.  Se puede considerar que en la actualidad la justicia para las víctimas 
si se ha visto afectada, dado a que las audiencias y los procesos se demoran por la congestión que 
se encuentra presente en la rama judicial, es por ello, que con la reducción de audiencias se 
podría lograr que a los procesos nuevos se les otorgue una resolución por parte del juez en dos 
audiencias.  
¿Qué consecuencias trae para la víctima la aplicación de los beneficios punitivos aplicados 
bajo el principio de favorabilidad en los delitos querellables en proporción de derechos a los 
beneficios en el procedimiento abreviado? 
Para el desarrollo de la pregunta centro de la discusión del presente artículo, se conformaron 
tres objetivos que pretenden desarrollar dicho cuestionamiento: 
- Construir el marco jurídico en el que se soporta el principio de procedimiento abreviado. 
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- Analizar cómo los beneficios punitivos otorgados a los procesados en los delitos no 
querellables pueden llegar a vulnerar los derechos de las víctimas. 
- Analizar los beneficios punitivos que trae el proceso abreviado para las víctimas. 
Metodología 
La presente investigación se basó en un estudio cualitativo que de acuerdo a Denzin y Lincoln 
(1994) tiene un enfoque interpretativo de un fenómeno en específico por medio de la recolección 
y análisis de información que incluye diferentes recursos tales como estudios de documentos, 
cuestionarios, entrevistas, encuestas y datos estadísticos y numéricos. El presente artículo tuvo 
en cuenta en un método de análisis socio-jurídico explicativo, que a su vez se fundamenta en la 
metodología  descriptiva, la cual además de pretender descubrir cómo es un fenómeno, quiere 
saber de qué manera y por qué ocurre (Meyer, 2006). De acuerdo al autor para descubrir los 
factores o condiciones que parecen acompañar o contribuir a la aparición de ciertos hechos y 
situaciones. En este caso, poder establecer si los beneficios punitivos que trae el proceso 
abreviado están acordes con los derechos fundamentales de las víctimas, esto a partir de un 
análisis y comparación con la información que fue obtenida a partir de fuentes primarias como 
los son referencias teóricas, jurídicas y conceptuales que se vieron presentes en toda la 
investigación. 
La investigación socio-jurídica, es un método de investigación eficaz para establecer los 
beneficios punitivos que trae la Ley 1826 de 2017 ya que mira los diversos contextos sociales, a 
partir de análisis de los diferentes referentes jurídicos como los son sentencias, decretos, leyes y 
diferentes pronunciaciones sobre el proceso abreviado. Todos estos con el fin de poder llegar a 





En el manual Nuevo Procedimiento Abreviado, la fiscalía general de la nación plantea que:  
 …la incorporación del principio de oportunidad en el proceso penal rompe con una 
tradición de los sistemas colombianos de enjuiciamiento criminal. Esta característica 
innovadora implica dos requisitos mínimos en su efectiva aplicación. El primero, un 
conocimiento y comprensión de la nueva figura. Y el segundo, un cambio en la mentalidad 
de quienes a ella acuden en la práctica cotidiana. (p.3)  
Según los autores Luis Fernando Bedoya Sierra, Carlos Andrés Guzmán Díaz y Claudia 
Patricia Vanegas Peña el principio de oportunidad constituye una característica innovadora la 
cual depende de requisitos que se deben dar para que este principio de oportunidad sea efectivo.  
Según lo evidenciado en el planteamiento hecho por estos autores, este también esta 
direccionado a generar un cambio de mentalidad en el sistema, tanto en la parte administrativa 
como en la parte externa. Es decir, las víctimas y los acusados, lo anterior dado que el hecho de 
generar una descongestión en el sistema no es una tarea fácil y es necesario que todos estos 
actores dentro del sistema se interconecten para poder formar el impacto que se busca.  
Después de dar una mirada por el principio de oportunidad y los beneficios que este, trae al 
proceso abreviado y el mismo tiempo los avances que el proceso tiene, se analiza como la 
oralidad influye en la ley y si se trata de un impacto positivo o no.  
Como casi todo en el Derecho y específicamente en el escenario procesal, la importancia 
de los conceptos y las instituciones viene dada por su carácter instrumental y por los 
objetivos que por su intermedio se procuran o se aseguran. En consecuencia, a pesar de que 
se le atribuye, por ejemplo, más naturalidad, autenticidad y fluidez en la comunicación, la 
oralidad en sí misma no es importante; aunque algunos de sus promotores la defienden 
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impulsivamente, tal vez por su habilidad en la oratoria forense, que supuesta o 
aparentemente les hace más competitivos en un sistema oral, o por una actitud de 
vehemencia por el cambio, que en general es comprensible y loable, pero que cuando se 
torna irreflexiva es esencialmente reprochable. La oralidad es verdaderamente importante 
por lo que con ella se busca y es funda- mental reparar conscientemente en ello para 
diseñar una legislación adecuada, que permita aprestigiar a la oralidad como instrumento 
procesal y no simplemente para utilizarla como un talismán a la moda, pero sin contenido. 
(Mestre & Rojas, 2015, revista virtual) 
Según lo planteado por los autores en la cita anterior, la oralidad presenta varios puntos de 
vista, los cuales exponen tanto la importancia como la no importancia de implementar la misma 
en los diferentes procesos, ahora bien, es cierto que la aplicación de esta característica que busca 
la descongestión del sistema debe ser analizada a fondo e impulsada de forma que impacte de 
manera significativa y positiva en los procesos.  
Por otra parte, es importante mostrar que desventajas trae la implementación de esta 
característica. Al respecto Mestre & Rojas (2015) plantean: 
Una primera dificultad se construye sobre el supuesto arraigo cultural de la escritura en los 
pueblos latinoamericanos. Al respecto se ha contra argumentado desde varios puntos de 
partida, como el de que los pueblos aborígenes del continente preferían y prefieren la 
comunicación hablada a la escrita, con lo cual se tiene a la escritura como una cuestión que 
proviene de la colonización y no de la idiosincrasia cultural.  
De los anterior podemos decir que si bien los pueblos latinoamericanos llevan en su cultura el 
tema de la escritura, como lo plantean los autores también está en su cultura el hecho de la 
oralidad y este segundo punto tiene  un impacto más positivo que la misma escritura, por otro 
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lado, podemos decir que en la actualidad y para el caso puntual del sistema influye mucho más el 
tema escrito que el oral, esto dado que los procesos se llevan de esta forma y debe ser archivados 
según una normatividad, la cual ha ido avanzando y se ha ido transformado.  
El tema a revisar es si la implementación de estos cambios genera un impacto positivo o no 
dentro de los procesos abreviados por esto queremos mirar algo de las conclusiones planteadas 
en el texto por los autores ya mencionados.  
 De cualquier forma, en la implementación de la oralidad deben primar las consideraciones 
pragmáticas que permitan aprovechar las ventajas percibidas con su implantación, sobre las 
consideraciones dogmáticas y axiomáticas que pretenden impedir las discusiones de 
política procesal y que utilizan instituciones como la oralidad, a manera de fetiches 
sagrados que terminan alejando a la normatividad de las pretensiones de efectividad en los 
procedimientos judiciales. (Mestre & Rojas, 2015) 
    Dado los análisis tanto del principio de oportunidad como el tema de la oralidad y el impacto 
que esto tiene en el proceso abreviado y a su vez los beneficios que el proceso mismo tiene en 
pro de las víctimas y del sistema, podemos decir que en general la implementación de cada una 
de las características que tiene el procesos abreviado dependen de la efectividad y la eficiencia 
con que se aplique. Cabe resaltar que paso a paso se irán encontrando temas a mejorar, lo 
importante es realizar un buen proceso de retroalimentación de los puntos negativos y seguir 
aplicando de buena manera los que son positivos.  
Resultados 
    El estudio pertinente de la información analizada mostró como los objetivos establecidos en 




El procedimiento abreviado en concordancia con la Congestión Judicial 
Según algunos doctrinantes, este defecto del sistema se presenta cuando “el aparato judicial 
establecido por la Constitución y la ley, no es capaz de responder oportunamente a las 
necesidades de las personas” (Torres, 2002, p. 4).  
Londoño (2008, citado en Ricardo, 2016) aporta una de las definiciones de congestión judicial 
existentes en la literatura y añade otra muy pertinente: la de atraso endémico. Esto es lo que nos 
dice:  
Entendida la congestión judicial como el volumen de la demanda superior a la capacidad 
razonable de respuesta de la Rama Judicial, y el atraso endémico de la justicia, entendido como 
la demora en la definición de la controversia jurídica sometida a consideración del juez, respecto 
del tiempo normativo establecido para la decisión del mismo (p. 358). 
En la Corporación Excelencia de la Justicia (2007) exponen que la congestión judicial puede 
definirse mediante tres conceptos clave:  
Demora judicial o mora: Es el exceso en el tiempo real de gestión del proceso respecto del 
tiempo normativo establecido para la decisión del mismo, con ocasión de acciones u 
omisiones del magistrado o juez, por (i) causas administrativas o (ii) causas culturales.  
Congestión o sobrecarga: Es el volumen de demanda de justicia superior a la capacidad 
razonable de respuesta de la Rama Judicial, originada en los factores: (i) Acumulación: (ii) 
de naturaleza normativa, (iii) de gestión de agentes externos, (iv) de naturaleza 
administrativa, (v) por inadecuadas prácticas litigiosas y (vi) de judicialización excesiva. 
(Corporación Excelencia de la Justicia, 2007, p. 4) 
    Es importante establecer que en la actualidad en tiempo que llevamos los procesos ordinarios, 
generan más congestión en el sistema, ya que estos no cuentan con una pronta resolución y así 
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viéndose afectados los derechos de justicia y reparación integral para las víctimas; la rama 
judicial en la actualidad no cuenta con el número de funcionarios y empleados necesarios para 
soportar la carga de procesos que entran al sistema. 
El Procedimiento Especial Abreviado Como Mecanismo de Descongestión Judicial en 
Colombia 
Según el Manual de Procedimiento Penal de Fiscalía General de la Nación (2017): 
Con el fin de proponer estrategias que propugnen la descongestión del sistema judicial, en 
especial el sistema penal acusatorio, el Congreso de la República expidió la Ley 1826 del 
2017, A través de esta legislación, el Congreso creó un procedimiento especial abreviado 
que, si bien respeta todas las garantías al debido proceso, hace mucho más corto el 
procedimiento penal para algunas conductas delictivas previamente establecidas. Así, 
frente a un catálogo de delitos contemplados en la legislación penal, se puede realizar un 
trámite mucho más expedito y ágil, que dará mejores y mayores respuestas a la ciudadanía. 
(p. 18) 
Es importante establecer que el proceso penal abreviado permite la descongestión judicial, 
haciendo más rápido y ágil y lograr la efectividad en los procesos respetando el debido proceso, 
también permite la existencia de investigadores privados y con autorización del juez de control 
de garantías pueden realizar acciones investigativas complejas a través de la fiscalía y toda la 
información recopilada se entregará al investigador privado, permitiéndolo a la víctima adelantar 
la investigación y recopilar información relevante a través del investigador privado. 
El proceso abreviado está desarrollado bajo los principios constitucionales y busca la 
protección a las víctimas limitando las conductas que pueden ser tomadas por el procedimiento 
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abreviado, que establece los delitos querellables y las conductas investigables de oficio que se 
rigen por el procedimiento abreviado. 
La problemática se centra en los beneficios que establece la ley en los delitos querellables y la 
problemática que se viene presentando como es el desistimiento de las víctimas en estos delitos, 
que permiten que los imputados salgan y reincidan, y lo más preocupantes que pueden estar 
amenazando a la víctima. 
La fiscalía está a cargo de la protección de la víctima y verificar que el requerimiento de la 
querella sea por la voluntad y no porque esté siendo presionada a hacerlo, también debe velar 
porque los beneficios que acuerde con el imputado no afecten los derechos de la víctima y que 
no sean excesivos. 
En el proceso abreviado se establece que se elimina la audiencia de formulación de 
imputación, entonces la vinculación de la persona al proceso se convierte en un acto de 
comunicación, ya que no se da audiencia ante el juez de control de garantías y eso hace que no 
exista un control sobre el debido proceso. 
El acto de comunicación se realizará en el despacho del fiscal mediante el traslado o entrega 
del escrito de acusación, así que la víctima no tendrá la protección de que un juez de control de 
garantías vele por el cumplimiento del debido proceso, así que el proceso comienza con el 
traslado donde se le informa al acusado si es autor o participe. 
Pero en el proceso abreviado no se revisa por el juez de control de garantías el debido proceso 
y no se les dan las seguridades a las víctimas, puede que el proceso sea más rápido y ágil pero la 
verdad desconoce los controles necesarios y no le permite a la víctima presentar inconformidades 
con el control de legalidad hasta la audiencia. 
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Arango (2017) en su tesis La Expedición de la Pluricomentada Reforma, genera dos 
importantes modificaciones a las reglas procesales imperantes en nuestro país, siendo la primera 
de ellas la adopción de la figura del acusador privado, por intermedio de la cual se habilita a la 
víctima del delito, previa autorización del Fiscal titular del caso, a convertirse en el impulsor de 
la acción penal en contra del indiciado.  
La víctima puede, con autorización de un juez, impulsar la acción penal con el fin de 
garantizar sus intereses, también puede velar por el cumplimento de los procedimientos y se 
busca que los procesos se realicen en el menor número de audiencias y con la mayor efectividad 
posible; el Estado con el fin de descongestionar la rama judicial permite beneficios para los 
imputados y esto puede llevar al desconocimiento de derechos de las víctimas, ya que con el fin 
de hacer los procesos más rápidos pueden llegar a desconocer el debido proceso y salir más 
afectada la víctima, al no tener la justicia y la reparación y que el imputado tenga los beneficios 
amparados bajo el principio de favorabilidad. 
En tal virtud, el procedimiento penal abreviado impulsado por la Ley 1826 de 2017, es una 
figura que, si bien surge para garantizar al ciudadano el derecho constitucional de acceso a la 
administración de la justicia bajo garantía de celeridad, eficiencia y descongestión judicial, esto 
es: mitigar la híper congestión de los despachos judiciales que tanto vulnera los derechos de las 
víctimas a la paz desde la justicia y a los imputados a un debido proceso, tiende a generar en la 
misma búsqueda de la celeridad una nueva vulneración de los derechos de las víctimas. Frente a 
lo anterior, Arango (2017) refiere: 
Es así como llegamos a una dicotomía subyacente en la propia génesis del derecho penal, 
como lo es el choque permanente entre las políticas eficientistas y los postulados 
garantistas. Por un lado, la exigencia permanente de resultados y positivos en contra de una 
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siempre alarmante tasa de criminalidad y por el otro, la obligación del Estado de respetar 
unas esferas básicas de derechos y libertades del ciudadano, las cuales racionalizan la 
facultad de ejercer el castigo para que este adopte la forma de una consecuencia legítima.  
 El estado con el fin de garantizar los derechos de las personas, no puede desconocer la 
afectación de otros derechos, de ahí nace una controversia que se ha venido evidenciando, 
cuando la fuerza pública se extralimita en sus funciones con el fin de proteger un derecho 
vulnerado y afecta otros derechos; la tasa de criminalidad es uno de los factores que puede 
aumentar la congestión en la rama judicial, ya que en busca de la protección de los derechos a 
partir de las denuncias y la captura por parte de los entes competentes, aumenta los procesos de 
la rama judicial esto generando congestión. 
De este modo, con los procesos abreviados se abre un interesante debate sobre si para el 
Estado son más importante las garantías constitucionales de las víctimas o descongestionar los 
operadores judiciales. Respecto a esto último, el gobierno nacional mediante la Ley 1826 le está 
apostando a la “falta de complejidad de las audiencias”, lo que significa que la reducción en la 
cantidad de audiencias se traduce también en el tiempo que toman. Aun así, quedan algunos 
interrogantes “¿Qué pasa si las pruebas no se pueden practicar o si no hay acuerdo entre las 
víctimas con respecto a la práctica de las pruebas?” “¿Qué pasa si el caso se hace complejo y 
exige un juicio oral más amplio? ¿O qué pasa si simplemente, como ocurre en la justicia 
colombiana, no hay suficientes salas de audiencia o los funcionarios no tienen tiempo para 
desarrollar dos audiencias?” (Benavides & Guerrero, 2017). 
Existe un debate en la actualidad acerca del proceso abreviado comparado con el proceso 
ordinario, ya que en el nuevo proceso se disminuyen el número de audiencias y las formalidades 
en las audiencias, esto puede traer una serie de complicación, en el momento en la práctica de 
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pruebas, ya que el juez puede determinar si continua la audiencia sin la práctica de algunas 
pruebas, esto afecta el derecho a la defensa de las víctimas. 
Sobre el papel resulta alentador la idea de hacer más eficiente el moroso proceso penal 
colombiano, no obstante, plantea Arango (2017), un recorte de “términos tanto para partes, como 
intervinientes”, e incluso para el Juzgador, a la par de la conversión de la acción penal a manos 
del denominado “acusador privado” (quien asume funciones públicas al llevar a cabo el “impulso 
de la acción punitiva”), con la responsabilidad disciplinaria y penal correspondiente y el cual 
puede ser cualquier abogado (sin demostrar cualificación preferente en materia penal) o incluso 
un estudiante de Consultorio Jurídico, pueden conducir a que el país termine pagando un alto 
costo en términos de celeridad, eficiencia y descongestión judicial.  
Sumado a esto, la Comisión Asesora para la Desmonopolización de la Acción Penal del 
Ministerio de Justicia ha afirmado que va a ser más “engorroso para la víctima asumir su nuevo 
papel en el proceso penal”. De acuerdo con Benavides & Guerrero (2017) allí va a estar sola y 
pagándole a su abogado, si no logra conseguir uno de oficio. Esto va a aumentar el número de 
solicitudes ante la Defensoría del Pueblo, a desbordar la capacidad de esta institución y a dejar 
en suspenso los derechos de las víctimas.  
A partir de esto texto podemos considerar que en el proceso abreviado está generando 
perjuicios, según Benavides y Guerrero, ya que nace la figura de acusador privado a partir de que 
la víctima contrata a un abogado para que asuma un rol como si fuera un fiscal y descongestionar 
así el sistema judicial. En el caso del indiciado que no cuenta con los recursos para pagar un 
abogado y debe solicitar uno de oficio, es considerado un derecho que tiene el indiciado y no 




El Procedimiento Penal Especial Abreviado Frente a la Descongestión Judicial. 
Para el desarrollo de este apartado hay que indicar que aún es muy reciente para dar una 
valoración parcial de la Ley 1826 de 2017 y su mecanismo de procedimiento penal abreviado 
como herramienta de descongestión judicial. Sin embargo, ya hay algunas voces que se han 
venido pronunciando sobre la dificultad que presenta la ley como la herramienta para atenuar la 
crisis judicial en Colombia.  
El Fiscal General de la Nación, Néstor Humberto Martínez, afirmó que el país está cerca al 
“colapso del sistema penal acusatorio”, en 2017 había 112.461 audiencias represadas, de las 
cuales cerca del 70% eran de las “pequeñas causas”, lo que hace inviable el sistema nacional. Así 
mismo, para noviembre de 2018 (nueve meses después de la promulgación de la ley), en 
Colombia en promedio un juez podía recibir alrededor de 500 casos mensuales: 
[…] la Unidad de la Jefatura de la Fiscalía afirma que un fiscal maneja de 2500 a 3000 
casos. Al mes llegan 500 procesos, en promedio, 17 diariamente. Esto significa que la falta 
de pruebas, de infraestructura, orden administrativo y personal, ya sean fiscales, jueces o 
defensores públicos, son elementos los cuales permiten, como afirma Velasco, “que el 70% 
de los casos no se resuelven y son dirigidos al archivo hasta que expiren. (Espitia, 2018) 
El estado a partir de esta aseveración por parte del fiscal, afirma que la congestión que se 
presenta en la fiscalía va aumentando, la falta de recursos y personal con el que se cuenta, no 
permite el avance del proceso y esto genera que muchos de estos se queden sin resolver por la 
falta de pruebas, el cambio de defensor público y los diferentes atrasos de audiencias, no permite 
que la justicia se ágil y eficaz. 
En esta misma línea, Víctor Hugo Forero Velandia, Juez 25 del Complejo Judicial 
Paloquemao, Bogotá, afirma que un juez administra en promedio 500 casos, realiza 300 
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audiencias por mes, 10 diarias y 90 tutelas al mes, lo que es “una carga laboral desproporcionada 
para los funcionarios de la rama judicial”.  
Según Espitia (2018) el 50% de audiencias no prosperan o no se hacen por falta de salas, 
defensores públicos o por la inasistencia del fiscal o la defensa. Los jueces deben estar 
disputando por salas para hacer audiencias y esta situación hace que, a noviembre de 2017, se 
estén agendando audiencias para marzo del 2018. Por otro lado, la asistencia tecnológica no es la 
mejor, los programas y los equipos fallan. 
Los constantes atrasos en las audiencias y el cambio de los defensores públicos no permiten 
que exista una justicia para las víctimas, porque existen procesos que se pueden demorar hasta 5 
años en terminar, dándole una inseguridad a las personas, que están pendientes de la resolución 
de sus procesos y de contera prescribiendo los casos penales por cumplimiento máximo del 
tiempo permitido para adelantar la acción penal.  
Ahora bien, según lo registró la prensa nacional, el 13 de julio de 2017 fue proferida la 
primera condena bajo el modelo de procedimiento penal abreviado a dos hombres que hurtaron 
una teja de zinc en Tolima. Los hombres fueron capturados el día 13 de julio y condenados con 
sentencia en firme el día 2 de agosto, es decir, en menos de tres semanas se dictó sentencia y el 
proceso salió de los despachos judiciales (El Espectador, 2017).  
Aunque lo anterior puede parecer una buena noticia, hay que considerar que el legislador no 
consideró que el problema de la congestión judicial es mucho más profundo y va más allá de la 
variable celeridad en el procedimiento. En efecto, en el mismo artículo de prensa se muestra que 
anualmente el delito de hurto se incrementa en un 26%, con lo que, aunque sea más rápido el 
procedimiento penal, no se está cerca de solucionar la problemática.  
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Algunos jueces afirman sobre la debida aplicación de la Ley 1826, que el tiempo no se 
cumple debido a las precarias condiciones de la rama judicial. Además, que la figura del 
“acusador privado” es inoperante dado a que en palabras de los juristas nadie es acusador 
privado para los delitos menores, menos, para las personas del común, o peor aún  para las 
víctimas que no tienen dinero para pagar un abogado.  
Para Benavides y Guerrero (2017), la figura jurídica del acusador privado contrario a 
descongestionar la justicia, podría generar mayor congestión: que los particulares decidan acudir 
a figuras de acusación particular, inundaría la administración de justicia con procesos de litigio 
innecesarios y nos enfrentaría a casos de venganza entre particulares por medios judiciales.   
Sumado a lo anterior, el acusador privado reduce la posibilidad de hacer negociaciones, 
preacuerdos o principios de oportunidad, lo que no posibilita un impacto positivo en la 
descongestión judicial:  
Normalmente se hacían entre las audiencias de acusación (2da) y preparatoria (3ra) pero 
debido a que estas dos ahora están unidas (audiencia concentrada) no se pueden llevar a cabo. Si 
se llegaba a un preacuerdo, el juez miraba si era viable (esto, acordado en el art 348 de la ley 906 
de 2004 del Código de procedimiento penal). Ahora no se puede hacer y puede que, en vez de 
demorar menos, el caso se alargue innecesariamente (Espitia, 2018). 
Respecto a la anterior cita, la asistente fiscal, Rocío Velasco (2017, citada por Espitia, 2018), 
apunta que “para que la ley sea operativa, debe ir acompañada de una mejora de los recursos 
físicos (salas) y humanos (funcionarios, defensores públicos, fiscales)”. En efecto, desde la 
Corporación Excelencia para la Justicia se firma que: 
La Fiscalía adelantó capacitaciones para recibir la ley e incluso se realizó una simulación de 
juicios para observar cómo proceder ante los casos. Este programa se realizó en toda Colombia. 
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Sin embargo, el Consejo Superior no invirtió el tiempo y los recursos para capacitar a los jueces. 
Es por eso la congestión (Espitia, 2018). 
El estado ha capacitado a la fiscalía para realizar el proceso abreviado de una manera eficaz, 
pero existió una falencia en la cual no se capacito a los jueces en los procesos sobre lo referente a 
la ley y los cambios que tendrá frente al proceso ordinario. 
Así las cosas, la Ley 1826 de 2017 parece que fue impuesta sin una organización 
administrativa adecuada. Factores que hacen que los casos en Colombia no sean eficaces y 
muchos delitos queden en impunidad, vulnerando doblemente a la víctima. 
Por último, es menester indicar que la norma establece taxativamente unos tiempos a cumplir 
para solucionar los conflictos que aplican para esta ley, por ello, la fiscalía y los jueces de la 
república deberán “dar prelación a los delitos que se llevan bajo el nuevo proceso especial 
abreviado” (Balcázar, 2017, p. 27). En efecto, los funcionarios por ley deberán dar prioridad a la 
resolución de las llamadas “pequeñas causas”, lo que puede incidir en que se descuiden cientos 
de procesos vigentes relacionados a delitos de mayor gravedad, repercutiendo en una mayor 
acumulación de los despachos judiciales y, por consiguiente, afectando negativamente los 
indicadores de congestión judicial (Balcázar, 2017, p. 28). 
Después de desarrollado el tema de la descongestión en la rama judicial del país y mostrar los 
elementos tanto positivos como negativos de la implementación de este proceso abreviado en pro 
de disminuir las demoras en los procesos, nos daremos paso a analizar el segundo objetivo 
planteado en este trabajo. 
Beneficios punitivos en los delitos queréllales que afectan a las víctimas. 
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El análisis que se quiso realizar y es si el proceso abreviado en su planteamiento para 
disminuir esta descongestión está presentando una vulnerabilidad de los derechos de las 
víctimas, es por esta razón que nos metemos a analizar el segundo objetivo planteado. 
Según lo expuesto por Luis Alberto Arango (2017) existen dos importantes modificaciones a 
las reglas procesales, podemos decir que el proceso penal abreviado trata de compartir un trámite 
dentro del proceso y realizar una simplificación del proceso mismo, lo que se convierte en una 
posible mejora respecto al proceso ordinario. Como segunda ventaja se puede comentar que abre 
la puerta a las víctimas del delito para a través de su abogado ejercer la acción penal que 
corresponda, lo que se podría expresar en los dos casos de ventajas como un avance en términos 
de eficiencia y efectividad según lo expuesto en la cita anterior.   
Ahora bien, en términos del proceso con respecto a la víctima, podemos inferir que al 
impulsarse una acción penal que garantice sus intereses se está buscando que los procesos 
mismos se realicen en menor tiempo y con menor número de audiencias, pero buscando que sean 
con la mejor aplicación posible en cuanto a efectividad y eficiencia. Lo que debemos analizar es 
si el estado con el fin de descongestionar la rama judicial permite que los derechos de las 
víctimas no se vean afectados, ya que con el fin de hacer los procesos más efectivos y eficientes 
pueden llegar a desconocer el debido proceso y salir más afectada la víctima, al no tener la 
justicia y la reparación y que el imputado tenga los beneficios amparados bajo el principio de 
favorabilidad. 
Por otra parte, debemos decir que no sobrepasar los derechos de igualdad para ambas partes 
participantes del proceso es generar la similaridad de condiciones respecto a la ley. Es decir que 
los derechos que tienen las victimas deben ser los mismos que los derechos del imputado y es 
función de la fiscalía verificar que la similaridad de condiciones se esté cumpliendo y sea lo 
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mejor para el proceso de ambas partes, dado que los acuerdos realizado por la fiscalía y el 
imputado buscando generar una eficiencia y descongestión en el sistema puede llegar a afectar o 
vulnerar los derechos de la víctima.  Los beneficios que se le pueden aplicar a el imputado no 
pueden afectar los derechos de la víctima, a pesar de la existencia de los delitos querellables, la 
fiscalía antes de aceptar cualquier acuerdo debe verificar que esto es lo mejor para el proceso y la 
víctima, y que ningún derecho se está vulnerando por los acuerdos realizados por la fiscalía y el 
imputado. 
Obstáculos Para la Administración de Justicia 
El libre acceso a la administración de la justicia significa unas condiciones necesarias para su 
ejercicio: 
a- Libertada de acceso a la justicia, eliminando los obstáculos procesales que puedan 
impedirlo;  
b- El derecho a un debido proceso 
c- El derecho a tener una sentencia racional y con justicia en el menor tiempo posible 
d- La ejecutabilidad del fallo (Jaramillo, 2008). 
Según lo anterior, el libre acceso a la administración de la justicia implica la posibilidad que 
tiene cualquier ciudadano de acudir a los despachos competentes para que sean respetados y 
protegidos de forma efectiva sus derechos constitucionales y legales. Según la Corte 
Constitucional, este derecho se consigue cuando “dentro de determinadas circunstancias y con 
arreglo a la ley, el juez garantiza una igualdad a las partes, analiza las pruebas, llega a un libre 
convencimiento, aplica la Constitución y la ley, y, si es el caso, proclama la vigencia y la 
realización de los derechos amenazados o vulnerados”4 
 
4 Corte Constitucional, Sentencia T-173, 1993 
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El autor identifica una serie de obstáculos que impiden que ciertos conflictos accedan al 
aparato judicial. En Colombia los obstáculos económicos (inviabilidad económica de los 
usuarios para acceder a la administración de la justicia), espaciales (lugares geográficos donde no 
llega el aparato judicial, sea por lejanía u orden público), temporales (la gran prolongación en el 
tiempo de los procesos llevan a los usuarios de abstenerse de buscar un órgano judicial para dar 
solución a sus conflictos) y obstáculos educativos y de asesoría técnica (barreras culturales por la 
ausencia de conocimientos jurídicos y la falta de recursos profesionales), son fenómenos que 
determinan que un gran número de conflictos intersubjetivos no accedan al aparato judicial del 
país (Jaramillo, 2008, p. 393-396).  
Estos factores objetivos se encuentran fuertemente arraigados en el imaginario colectivo de 
los ciudadanos, lo que produce la dificultad de que muchos conflictos sean adecuadamente 
solucionados vía el aparato estatal, y por el contrario, lleve a que se desarrollen mecanismos de 
justicia comunitaria, donde son las mismas personas a través de sus valores, usos y costumbres 
las encargadas de dar finiquito a sus conflictos (Jaramillo, 2008, p. 393-396). 
Con la Ley 1826 de 2017, del procedimiento especial abreviado, se disponen una serie de 
beneficios establecidos por ley para el imputado, que si se le allanan cargos antes de la audiencia 
concentrada recibirá hasta el 50% de descuento de la pena como beneficio, cuando se allane a 
cargos dentro de la audiencia concentrada, el beneficio de descuento de la pena será de hasta una 
tercera parte y cuando se allane a cargos dentro del juicio oral, el beneficio de rebaja de la pena 
será de hasta una sexta parte de la pena (fiscalia general de la nacion, 2017) 
Frente al principio de favorabilidad, la Corte ha dicho que es un principio de carácter 
fundamental que no se puede desconocer en el proceso, si la nueva ley es desfavorable se 
aplicará la derogada, en los hechos cometidos en su vigencia. El concepto que desde un principio 
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ha manejado la Corte no es aplicable este principio a un caso no cobijado por su vigencia, ya que 
se estaría vulnerando el debido proceso y el derecho a la justicia (Balcázar, 2017, p. 13; Hacen 
precisiones sobre el principio de favorabilidad en el procedimiento abreviado, 2019). 
Ahora bien, un auto de la Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia puntualiza que, conforme 
al parágrafo del artículo 539 de la Ley 906 del 2004 (adicionado por el procedimiento penal 
abreviado), las rebajas conferidas por el allanamiento a los cargos no aplican para delitos distintos 
de los enlistados en la misma normativa. 
De acuerdo con este nuevo procedimiento, la aceptación de cargos tiene las siguientes 
características según la fiscalía General de la Nación: 
1. Si el indiciado manifiesta su intención de aceptar los cargos podrá acercarse al fiscal 
del caso, en cualquier momento previo a la audiencia concentrada.  
2. La aceptación de cargos en un primer momento dará lugar a un beneficio punitivo de 
hasta la mitad de la pena. En ese caso, la Fiscalía, el indiciado y su defensor 
suscribirán un acta en la que conste la manifestación de aceptación de 
responsabilidad de manera libre, voluntaria e informada, la cual deberá anexarse al 
escrito de acusación.  
3. Estos documentos serán presentados ante el juez de conocimiento para que verifique 
su validez. 
4. El beneficio punitivo será de hasta una tercera parte si la aceptación se hace una vez 
instalada la audiencia concentrada y de una sexta parte de la pena si ocurre una vez 
instalada la audiencia de juicio oral. 
5. Estas rebajas se aplicarán en los casos de flagrancia, salvo las prohibiciones previstas 
en la ley. 
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Lo anterior significa que frente a conductas delictivas distintas de las determinadas en 
el artículo 534 del Código Procesal Penal no es posible predicar la “aplicación favorable” de las 
reformas introducidas por la Ley 1826 del 2017, en particular en relación con las rebajas por 
aceptación de cargos, respecto de las cuales se aplicarán en las proporciones dispuestas, de 
acuerdo con el momento en que se produzca la aceptación de cargos.5 
 En el caso concreto, como el delito que fue estudiado por parte de la Sala era el de porte ilegal 
de armas de fuego, “tras el allanamiento a cargos del ciudadano investigado no hubo lugar a aplicar 
el principio de favorabilidad y los beneficios contenidos en la Ley 1826.6  
Con ello se advierte que con la incorporación de unas conductas punibles que equivalen al 
70% de los procesos adelantados en los estrados judiciales, debido a su reiteración, se da 
cumplimiento con el objetivo principal de la Ley 1826 de 2017 de “descongestionar el sistema 
judicial”, situación que no se cumple con algunos delitos tanto querellables como investigables 
de oficio seleccionados (Jaramillo, 2008). 
Beneficios punitivos que trae el proceso abreviado para las víctimas. 
El Congreso de la Republica plantea que:  
Con el fin de proponer estrategias que propugnen la descongestión del sistema judicial, en 
especial el sistema penal acusatorio, el Congreso de la República expidió la Ley 1826 del 
2017. A través de esta legislación, el Congreso creó un procedimiento especial abreviado 
que hace mucho más corto el procedimiento penal para algunas conductas delictivas 
previamente establecidas. De igual manera, regula lo concerniente al acusador privado 
donde se otorga al ciudadano, en algunos delitos, la posibilidad de investigar y acusar. 
(2017) 
 
5 Precisiones sobre el principio de favorabilidad en el procedimiento abreviado, 2019. 
6 Precisiones sobre el principio de favorabilidad en el procedimiento abreviado, 2019. 
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 De lo anterior podemos decir que  la organización y estructura que se encuentra presente en 
la rama judicial, no permiten que haya descongestión  judicial, donde se ven afectados los 
principios y derechos fundamentales que afectan directamente la administración de justicia, que 
atenta contra el  estado social de derecho, donde se debían garantizar la prestación como servicio 
público esencial, como ha sido determinado por la constitución política, en la cual, el artículo 
228 establece que la función pública está en cabeza del estado. 
Las dificultades para formular denuncias y la parsimonia de las investigaciones, en especial 
cuando se refieren a delitos “pequeños”, como hurtos de baja cuantía o lesiones personales con 
incapacidades leves, han llevado a que cerca del 75 % de quienes son víctimas de ellos no los 
denuncien; eso no solamente genera impunidad, sino, lo que es peor, aumenta los casos de 
aplicación de justicia por mano propia, como se ha venido apreciando en los últimos tiempos. 
Sin embargo, podemos decir que el procedimiento abreviado ha disminuido el número de 
audiencias de 5 a 2, donde se pasa de la realización de imputación, acusación, preparatoria, juicio 
oral y lectura de fallo, a solo dos audiencias: la concentrada y juicio oral. 
 También debemos pensar que los procesos abreviados buscan las garantitas de las víctimas, 
es cierto que el proceso nace con la finalidad de la descongestionar judicial y busca que los 
procesos penales cuenten con menos audiencia, pero no se puede desconocer los derechos de las 
víctimas. 
Desventajas del proceso abreviado 
El periódico el Nuevo Siglo planteó que por cada 100.000 habitantes hay en promedio 10.95 
jueces, algo que para muchos representa una de las razones fundamentales para la congestión 
judicial que afecta a los despachos nacionales. Se debe tener en cuenta que el estándar 
internacional, determinado por varias organizaciones como la Organización de estados para la 
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cooperación y el desarrollo, OECD, es de aproximadamente 65 jueces por cada 100.000 
habitantes, lo cual incumple el Estado colombiano.  
De acuerdo a Giraldo  (2016) Colombia cuenta con 416 juzgados municipales de control de 
garantías, 251 juzgados penales de conocimiento, 151 juzgados de ejecución de penas y 668 
juzgados civiles municipales con diferente competencia.  A su vez el país cuenta con 522 
juzgados penales del circuito con funciones de conocimiento, 405 civiles, 337 de familia, 97 
promiscuos del circuito, 280 laborales y 342 de carácter administrativo.  Hay en Colombia un 
total de 456 magistrados de la jurisdicción ordinaria y 176 de la administrativa.  
Cabe resaltar, que si bien el proceso abreviado tiene varios avances en cuanto a temas 
estructurales y procesales, la problemática de la congestión judicial a la que se ve enfrentado el 
legislador no se tuvo en cuenta. Es de tener en mente que agilizar el proceso no es la única 
solución, esto dado que los procesos siguen llegando al mismo lugar, a los mismos jueces.. Esta 
problemática también se sigue presentando dado que el estado no planteo el crecimiento de 
nuevos despachos judiciales que especialmente se enfoquen a tratar los delitos más graves, 
adicionalmente el estado tampoco estableció la creación de nuevos cargos para atender este tipo 
de procesos.  
Conclusiones 
Después del análisis de la información recolectada y tras discutir y analizar los resultados, se 
pudo concluir: 
La agilidad y eficacia del proceso penal especial abreviado aún está muy reciente como para 
ser evaluado a profundidad además la concesión de beneficios a los imputados que contempla la 
Ley 1826 de 2017 bajo la aplicación de principio de favorabilidad, actúa más como un 
dispositivo procedimental destinado a la descongestión de los despachos judiciales, que como un 
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principio que hace valer el derecho constitucional de las víctimas de acceder a la administración 
de justicia para la paz. 
La Ley 1826, por medio del mecanismo de procedimiento penal abreviado, no parece 
suficiente para solucionar la problemática de la congestión judicial en Colombia, máxime si se 
considera que el fenómeno de la congestión judicial responde a dinámicas estructurales 
económicas, administrativas y culturales. 
La nueva figura del acusador privado, aunque se presenta como necesaria para que los fiscales 
encargados de las investigaciones penales deleguen un poco de sus responsabilidades 
directamente a la víctima y, por lo tanto, descongestionar algo sus despachos, lo cierto es que 
puede resultar inequitativa para las personas que no tienen dinero para pagar un abogado. 
Además, que se encuentra el riesgo que a través de ésta se saturen los despachos de litigios 
innecesarios (congestionando otras instituciones) y de casos de venganza entre particulares por 
medios judiciales.  
Todas estas medidas legales resultan insuficientes para acabar con la congestión del sistema 
judicial colombiano si no van de la mano de una modernización del aparato judicial.  
Según lo evidenciado en este documento y tomando en cuenta la pregunta problémica en 
nuestra opinión el proceso abreviado no tiene consecuencias, ni negativas ni positivas en cuanto 
al tema de los derechos de las víctimas, esto dado que, si bien el proceso ha traído avances en 
cuanto a temas estructurales y procedimentales el beneficio como tal del proceso abreviado está 
dependiendo de la modernización del aparato judicial.  
Por otra parte, el proceso abreviado es el inicio de una reforma para el aparato judicial, ya que 
pone varias reglas y trata de disminuir procesos para optimizar el tiempo y poder generar 
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